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Señora 
JUEZ SÉPTIMO CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA  
E.S.D. 
 
REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICION CONTRA AUTO DE TRAMITE DE FECHA 

04 DE MAYO DE 2020  

APODERADO: JORGE ALBERTO NUÑEZ SARMIENTO 

DEMANDANTE:  JAVIER ANDRES CASTILLO BARRAGAN – (PRINCIPAL ), OMAR 
MENDOZA VELAZCO, MARCO AURELIO FLOREZ FLOREZ Y LUIS 
FERNANDO VELANDIA PLATA (ACUMULADAS) 

DEMANDADO 
COMUN DEL 
EJECUTIVO: 

CONSORCIO PAE DE SANTANDER NOS UNE 2018-
NIT.901162173-9 

RADICADO: 2019-00248-00 
 
JORGE ALBERTO NUÑEZ SARMIENTO, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 

1.098.688.039 de Bucaramanga, y con Tarjeta Profesional No. 298.872 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando como apoderado judicial de la parte 

demandante según poder especial otorgado por el señor OMAR MENDOZA 

VELAZCO, MARCO AURELIO FLOREZ FLOREZ Y LUIS FERNANDO VELANDIA PLATA, por 

medio de la presente me permito interponer recurso de reposición en contra del 

auto de trámite de fecha 04 de mayo de 2020, previo a los siguientes argumentos, 

 

PRIMERO: Con el mayor de los respetos, reprocho tajantemente el desconocimiento 

a través de la actuación del Estado de Derecho – Principio de Legalidad y Debido 

Proceso-, por la vía de hecho que se configura dentro del presente proceso, respeto 

del tramite procesal – requerimiento - que se profiere por el despacho con el destino 

a la Gobernación de Santander, por carecer de sustento jurídico que permita que 

ello se lleve acabo. 

 
SEGUNDO: El despacho, sin que medie argumentación del sustento jurídico, decide 
requerirle a la Gobernación de Santander, para que se pronuncie sobre la 
embargabilidad y disposición de los dineros que dejo a ordenes del proceso -a 
través del acto jurídico del pago-, dejando de lado la normatividad estipulada en 
el Código Civil aplicable al caso, pues el problema jurídico que debe resolver el 
despacho es cuales efectos jurídicos se causan sobre los bienes pagados, y si la 
parte contractual que realiza el pago después de ello tiene aun relación jurídica o 
derecho sobre el bien cancelado – dinero-, que le permita disponer o manifestar 
algún asunto sobre este. 

TERCERO: Omite el despacho que por voluntad propia la Gobernación de 
Santander realizo el acto jurídico de PAGAR los dineros adeudados a la parte 
demandada, acto jurídico que genero que los dineros PAGADOS al demandado, 
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salgan de las Arcas del ente Departamental, para ingresar y convertirse en bienes 
– dineros- del demandado.  

CUARTO: Como se explicaba en el anterior argumento, la Gobernación de 
Santander, tal y como consta en el proceso realizó el ACTO JURIDICO DE PAGAR, 
lease bien acto jurídico de Pagar sus obligaciones contractuales, indistintamente si 
el demandado habia cumplido o no con todas obligaciones contractuales, pues 
no es el presente proceso el espacio judicial, ni tramite respectivo en el que un 
tercero – Gobernación de Santander – venga a debatir aspectos contractuales de 
resorte de un Juez Administrativo. 

QUINTO: Como el Acto Jurídico realizado por la Gobernación de Santander – Pagar- 
genera unos efectos jurídicos, tránsferencia de los derechos sobre el dinero 
cancelado, no puede jurídicamente por ausencia de competencia, funciones y 
sustento normativo – Principio de Legalidad-, la Secretaría de Educación de la 
epoca, “ordenar o informar” como si fuese una orden judicial o inclusive acto 
administrativo, aspecto alguno sobre la dispoción de los derechos del demandado 
– derechos sobre los dineros cancelados-, pues los dineros que fueron PAGADOS y 
por ende consignados no solo al presente despacho,sino a otros, por motivo de la 
relación contractual entre la Gobernación de Santander y el demandado, son un 
Derecho Adquirido del demandado, que no puede ser soslayado de tajo por una 
funcionaria que carece de competencia funcional y sustancial.  

SEXTO: Obsérvese que por la voluntad libre y espontanea del acreedor del 
demandado – Gobernación de Santander- es que decide obviarse la condición 
contractual para el pago, que luego en la misiva alega que aun no se ha cumplido, 
pero ello, no resulta JURIDICAMENTE en la invalidación o nulidad del PAGO, pues no 
se encuentra enmarcado en las causales de nulidad del pago determinados en la 
Ley, ni tampoco es contrario a la Ley. 
 
Que el obligado a Pagar bajo una condición contractual a su favor, decida 
obviarla y proceder al correspondiente PAGO, y posterior a ello pretenda imponer 
a la disposición del dinero que ya no le pertenece la condición que debía esperar 
a que se cumpliera para pagarlo, resulta ilógico y contrario a derecho, por ausencia 
de capacidad y derecho sobre los dineros que ya no le pertenecen, pues dejaron 
su orbita y entraron a la de la persona o empresa a la que le pago, a su vez, existe  
el viejo y reconocido principio del Derecho, consistente en que nadie puede alegar 
su propia torpeza a su favor, situación que un mes posterior al pago de la tesorería 
de la Gobernación de Santander – Departamento-, busca alegar y ordenar sobre 
derechos adquiridos del demandado, la Secretaría de Educación Departamental 
de la época. 
 
SEPTIMO: La Gobernación de Santander, realizó una actuación administrativa y 
contractual que goza de presunción de legalidad, que nisiquiera la misma entidad 
– Departamento de Santander – puede revocar de manera directa, conforme a 
nuestro ordenamiento jurídico, pues las actuaciones de la administración que 
conceda derechos a los administrados – demandado-, solo podrán ser revocadas 
con la clara e inequivoca autorización del administrado -demandado- o por orden 
judicial, aspecto que salta a la vista que no existe en el presente proceso y que 
además no es el espacio, ni proceso para estar ventilando dichos aspectos. 
 
OCTAVO: No se entiende, ni se comparte razón alguna por la cual, el despacho 
deba preguntarle al acreedor del ejecutado, que le informe si puede disponer y si 
son embargables los dineros PAGADOS, no puestos en reserva, ni ninguna otra figura 
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inexistente jurídicamente mediante la cual el Departamento de Santander, hubiere 
puesto a dispoción del proceso los dineros de la entidad departamental, para que 
se ejerza una tenencia y cuidado sobre unos dineros de las arcas del 
Departamento, hasta que se le informe al Juzgado que puede disponer de ellos, sin 
que mediara el pago, pues llegar a pensar que lo que hizo la Gobernación de 
Santander, fue depositar a favor del proceso dineros propiamente del 
Departamento sin hacer parte resulta no tener congruencia alguna con ninguna 
norma. 
 
 
NOVENO: No es cierto, que los dineros que se encuentran a ordenes del Juzgado 
dentro del presente proceso hubieren sido depositados para cumplir una orden 
judicial, en el entendido de que se hubiere depositado para que se le guardaran, 
pues obsérvese que lo que realmente realizo la entidad departamental fue el ACTO 
JURIDICO del PAGO y ello conlleva unas consecuencias jurídicas, que con una 
simple carta pretende desconocer la Secretaría de Educación Departamental de 
la época. 
 
Inclusive bajo el hipotético que nunca hubiere cumplido con sus obligaciones 
contractuales la parte demandada para con la Gobernación de Santander, los 
dineros correspondientes faltantes por cancelarse en dicho caso hipotético, no 
deben ser girados a favor de ningún proceso o entidad alguna, sino entra a reserva 
presupuestal como cuenta por pagar, dinero que nunca abandonaría las arcas del 
Departamento, porque hasta que no se realice el pago, los dineros siguen siendo 
dineros públicos, así este comprometidos presupuestalmente, por lo que no tiene 
sentido que se realice el PAGO, pero un mes posterior a ello, venga a través de un 
simple oficio a limitar los derechos del demandado sobre sus dineros, que fueron 
adquiridos por medio del acto jurídico del PAGO, la Secretaría de Educación. 
 
DECIMO: Solo cuando por voluntad de la Administración Departamental desee 
realizar EL ACTO JURIDICO de PAGO, es que los dineros dejan de ser dineros publicos 
-entiendase dineros del Departamento-, perdiendo dicha administración 
Departamental con dicho acto jurídico -pago- el derecho sobre el bien – dineros 
cancelados- y no pudiendo ordenar o disponer ningúna orden o asunto sobre los 
derechos dinerarios del demandado, por ausencia de derecho y capacidad sobre 
los bienes pagados. 
 
La posición de la Secretaría de Educación de la epoca es tan absurda como llegar 
a pensarse en el ejemplo hipotetico de que por voluntad propia de uno de los 
contratantes en un contrato de suministro, en el que se anticipa el pago que estaba 
sujeto a la condición por voluntad del contratista obligado y despues el contratista 
que realizo el pago este ordenandole a la otra parte contractual que no puede 
disponer de los mismos, porque la condición para el pago no se cumplio. 
 
Además, como se prueba con el mismo contrato 0623 del 2018, Clásula Sexta- 
Forma de Pago, la condición que alega como no cumplida por el demandado, por 
parte de la Gobernación de Santander, recae sobre el pago y no sobre la dispoción 
de los dineros pagados, osea, distinto sería si el demandado se hubiera obligado 
contractualmente a no disponer de los dineros que le pagarán bajo la condición 
que se alega por la Secretaría de Educación, en dicho caso, podría llegarse a 
pensar en la posibilidad contractual de impedir la dispoción de los mismos, cosa 
que no sucede en el presente caso, ni proceso. 
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DECIMO PRIMERO: Si el ente departamental considera que con su propio actuar 
incurrio en alguna controversia contractual o se encuentra bajo cualquier causal 
jurídica que invalide el PAGO o que lo faculte para realizar cualquier acción judicial, 
no es el presente proceso,ni el espacio, ni la Jurisdicción para hacerlo, por lo que 
ningún requerimiento que no probenga de orden judicial debe darle tramite el 
despacho en el presente proceso. 
 
DECIMO SEGUNDO: En el presente caso no existe un pago erróneo, pues la 
Gobernación de Santander decidió libre y voluntariamente la existencia de 
obligaciones dinerarias para con el demandado, y procedió por su propia voluntad 
a pagarla – cumplir- con sus obligaciones pese a la existencia de condiciones para 
ello, ahora no puede el Juez del presente proceso ejecutivo inmiscuirse y tomar 
decisiones que no son del resorte del proceso ejecutivo, ni su competencia, ni 
jurisdicción, por más oficios en que posteriormente la entidad manifieste que la 
condición para el pago no se cumplió, pues fue su propio actuar -Departamento- 
el que dejo de lado dicha condición, para el pago y no para disponer del dinero. 
 
 
DECIMO TERCERO: No existe ninguna orden judicial que determine que los dineros 
y/o bienes que ya son derechos adquiridos del demandado, y que previamente 
fueron embargados por el Juzgado en el presente proceso, no puedan ser 
dispuestos para el cumplimiento del acuerdo firmado entre las partes del proceso, 
es que no es la voluntad o aceptación o convalidación de la Gobernación de 
Santander la que habilita al Juez del proceso ejecutivo para disponer y cancelar las 
deudas del ejecutado con dineros PAGADOS al mismo dentro del mismo proceso, 
la validación y disponibilidad de cancelarse dineros a favor del o los ejecutantes, 
surge de la existencia de un claro derecho sobre los dineros embargados al 
ejecutado, lo cual sucedió con el acto jurídico de pagar realizado por la 
Gobernación, que convirtió los dineros que en su momento eran públicos, en 
dineros de la empresa demandada. 
 
DECIMO CUARTO: Con el requerimiento del Juzgado a la Gobernación de 
Santander, deja entrever que desconoce que la misma entidad le afirmo la 
ausencia  causal de inembargabilidad sobre los dineros ordenados a embargar, 
pues la inembargabilidad se daría sobre dineros del Estado y en el presente caso, 
con el acto jurídico del PAGO transforma los dineros estatales en dineros del 
consorcio demandado, una entidad de derecho privado, por lo que no se entiende 
las razones por las que el despacho le tiene que preguntar a la Gobernación de 
Santander, si considera que puedan ser embargados los dineros depositados y si se 
puede disponer de los mismos, dejando de lado la teoría de los actos jurídicos y sus 
efectos jurídicos. 
 
DECIMO QUINTO: La Gobernación de Santander tomo nota de las medidas 
cautelares emitidas por el presente despacho, bajo el proceso ejecutivo que se 
sigue, y no es hasta que se materializa el derecho sobre los dineros que pasan por 
medio del acto juridico del pago a ser de la parte demandada que se aplica el 
correspondiente embargo y se pone a dispoción del juzgado los dineros del 
demandado, la medida cautelar en ningún momento recayo sobre dineros del 
Departamento, osea que si la parte demandada nunca hubiera cumplido con sus 
obligaciones contractuales, pese a la existencia de una orden de embargo sobre 
los derechos creditición que se constituyeran a su favor, la Gobernación de 
Santander ante dicho incumplimiento nunca deberia realizar el correspondiente 
acto jurídico de pago, pues ello solo se realiza cuando por voluntad de la 
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administración departamental como parte contratante se tiene bajo su querer 
como cumplidas las obligaciones o querer anticiparse al cumplimiento de la 
condición para el pago, lo cual resulta completamente valido. 
 
DECIMO SEXTO: Los dineros dispuestos y reservados por la Gobernación de 
Santander para el cumplimiento del contrato celebrado con la parte demandada, 
en su momento no fueron los dineros embargados, por las medidas cautelares, 
puesto que el embargo recayó fue sobre los dineros o derechos del demandado, 
razón por la cual se explica en el presente documento que la disponibilidad de los 
dineros que se encuentran a ordenes del Juzgado no la determina la Gobernación 
de Santander, sino quien ostenta el Derecho sobre los mismos, y este es el 
CONSORCIO PAE DE SANTANDER NOS UNE 2018, disposición que se ve limitada por 
la orden de embargo y retención del Juzgado en el proceso. 
 
DECIMO SEPTIMO: No es otro el tipo de acto jurídico que el del PAGO a favor del 
demandado realizado por la GOBERNACION DE SANTANDER que hace que surjan 
los derechos sobre los dineros que se encuentran en el proceso a favor del 
ejecutado, conllevando ello que ante la voluntad de conciliar y transar las 
pretensiones de las demandas del presente proceso por las partes, deba respetarse 
e impartirse aprobación por parte del despacho, pues no existen orden judicial 
alguna que limite la disposición sobre los derechos que ostenta el demandado 
sobre los dineros que son de su propiedad, como se ha repetido en múltiples 
ocasiones por el acto jurídico de pago de su acreedor – Dep. Santander-. 
 
DECIMO OCTAVO: Se incurre en via de hecho por parte del Juzgado en detrimento 
de ambas partes del proceso, por el auto de tramite que se repone, ante la 
ausencia de fundamento jurídico y procesal, en el que se sostenga la orden 
impartida por el despacho, se desconocio como se dijo anteriormente los efectos 
o consecuencias jurídicas que producen los actos jurídicos, concretamente el 
PAGO, y que con este se transfiere la titularidad de los derechos sobre lo pagado, 
por más comunicaciones que remita cualquier funcionario que no sea judicial. 
 
DECIMO NOVENO: Es el Juez ordinario, mediante el proceso que determine la Ley, 
bajo las normas sustanciales aplicables al caso, que se debe debatir cualquier 
aspecto referente al pago realizado por el acreedor del ejecutado, por ende, el 
despacho vulnera el debido proceso del demandado y por efecto directo de los 
demandantes por las consecuencias de seguirse retardando la terminación del 
presente proceso, pues no es el presente Juez del proceso, quien ostenta la 
competencia para determinar nulidades de pago, incumplimientos contractuales 
del ejecutado y su acreedor, o cualquier otra clase de planteamiento entre el 
acreedor del ejecutado y el propio ejecutado. 
 
VIGESIMO: Pongo en conocimiento los daños en el ámbito económico de todas las 
partes del proceso, quienes por error imputable al despacho no han podido dar por 
terminado el presente proceso y satisfacer las obligaciones que serán canceladas 
con dichos dineros que reposan embargados al ejecutado, pese ha que nos 
encontrábamos ante una suspensión de términos por el COVID – 19, de no haberse 
planteado la posición del juzgado que hoy se repone, el presente proceso hubiera 
podido haber sido terminado por transacción y haberse entregado los 
correspondientes dineros a quien correspondiera, por la excepción que se tenia 
prevista en los Acuerdos que suspendían los términos. 
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PETITORIO 

 
Solicito respetuosamente se reponga la decisión del auto de tramite de fecha 04 
de Julio de 2020, en consecuencia inmediatamente se imparta el correspondiente 
tramite de aprobación a la transacción allegada por las partes, se emita la 
terminación del proceso por pago del mismo y se ordene la entrega de titulos, 
conjuntamente y con la mayor celeridad posible. 
 
 

ANEXO 
 
Copia del Contrato 0623 del 2018 
 
 
 
Del señor juez, 
 
 
 
 
_____________________________________ 
JORGE ALBERTO NUÑEZ SARMIENTO 
C.C. No. 1.098.688.039 de Bucaramanga 
T.P 298.872 del C.S.J 
K.P. │Fol.209 
 

































 

 

 

 

Del escrito de REPOSICIÓN (visible a folio 113-134 de este cuaderno), 
se mantiene en traslado en la Secretaría a disposición de las partes, 
por el término legal de TRES (3) DIAS conforme lo dispone el artículo 
319 del C.G.P.. Corre entre el 15 al 17 de julio de 2020. 
 
 
Bucaramanga, 14 de julio de 2020 
 
 
 
 
 
 
 
SILVIA RENATA ROSALES HERRERA 
SECRETARIA 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


